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			INTRODUCCIÓN

			Durante la primera mitad del siglo XIX, las relaciones entre el gobierno yuca­teco y el mexicano estuvieron enmarcadas en constantes tensiones y conflictos que enredaron la integración de Yucatán al Estado-nación mexicano. Hubo momentos coyunturales en los que las tensiones se hicieron más evidentes, como en 1823 y 1824, cuando la Diputación Provincial yucateca puso como condición para que Yucatán se reintegrara al Estado mexicano que éste adoptara la forma federal y cuando el Constituyente yucateco se negó a declarar la guerra a España. Entre 1829 y 1831, el gobierno golpista de José Segundo Carvajal pretendió que el gobierno general implantara el centralismo y desconoció las disposiciones de la Ciudad de México en tanto no se instalara tal sistema.[1] En 1840, a raíz del movimiento armado de Santiago Imán de 1839, la administración de la península proclamó el federalismo contra la República Central mexicana; reclamó sus derechos soberanos para administrarse y pretendió que su “excepcionalidad” fuese reconocida por el gobierno general. Los encuentros y desencuentros de las élites locales con las generales continuaron hasta 1848. Yucatán rompió con el gobierno nacional aunque se reincorporó varias veces. También aparecieron tendencias independentistas en el Congreso yucateco por un breve lapso en octubre de 1841, y, como consecuencia de la guerra de castas de 1847, la grave situación hizo que, para sobrevivir, el gobierno estatal ofreciera su soberanía a España, los Estados Unidos e Inglaterra a cambio de auxilio. En 1848, finalizada la  guerra con los Estados Unidos, el gobierno mexicano pudo ofrecer ayuda a Yucatán para someter a los mayas rebeldes y le permitió reintegrarse.[2]

			De manera paralela a los conflictos con el gobierno general, en el ámbito interno de Yucatán existieron tensiones entre el gobierno estatal y los cabildos, principalmente con los de las ciudades de Mérida y Campeche. La primera era la capital del estado-departamento y la segunda el puerto más importante. De tal forma que, con los desencuentros entre los cabildos y las autoridades estatales-departamentales, Yucatán se vio desestabilizado.[3] 

			Con algunas excepciones,[4] los conflictos de las autoridades yucatecas con las mexicanas han sido abordados en su mayoría como fenómenos separatistas-independentistas. De hecho, existe la creencia popular de que  en 1841 Yucatán declaró su independencia y se mantuvo varios años así. Y las solicitudes de anexión del gobierno yucateco a los Estados Unidos, España y Gran Bretaña de 1848 han reforzado la idea del Yucatán separatista-independentista. Incluso se considera, sin reflexión ni funda­mento, que la década de 1839 a 1848 es un periodo separatista. Esto acusa  la poca profundidad y conocimiento del contexto histórico yucateco.[5]

			En la historiografía regional decimonónica se ha petrificado la participación política de los cabildos, reducida a la rivalidad de Mérida y Campeche, y a la idea de que la primera, por comerciar con La Habana, era separatista, y la segunda, por sus intercambios mercantiles con Veracruz, fue integracionista respecto al Estado mexicano.[6] En este orden de ideas, pareciera como si los grupos de poder de ambas ciudades fuesen incapaces de unirse y defender sus intereses comunes. Muy pocos autores se han apartado de estas visiones.[7] 

			Lo cierto, y sin negar la relevancia de otros pueblos-ayuntamientos, es que las ciudades de Mérida y Campeche eran los centros políticos más importantes y tenía un nivel de poder similar.[8] Por consiguiente, el estado-departamento tenía dos capitales: una formal o Mérida y una alterna o Campeche. Yucatán era bicéfalo, y esto repercutió en sus relaciones con el gobierno nacional e incluso le ocasionó fracturas territoriales y políticas. Pero, insisto, Mérida no siempre mani­festó tendencias centrífugas ni Campeche centrípetas respecto a su unión con el Estado mexicano. Tampoco las relaciones con el gobierno general estuvieron determinadas necesariamente por la dicotomía del tráfico mercantil Mérida-La Habana o Campeche-Veracruz. 

			En este libro analizo el proceso de integración de Yucatán al Estado mexicano de 1821 a 1848 y pretendo responder a la interrogante de por qué no se independizó Yucatán de México. La relevancia del estudio consiste en explicar la compleja integración del heterogéneo territorio mexicano a través del estado-departamento yucateco, uno de los más apartados geográficamente y relativamente más autónomos, o con una influencia menor de la Ciudad de México, y que entre 1821 y 1823 los límites de la entidad política coincidieron con los geográficos de la península yucateca, pues Tabasco, que había dependido de Yucatán en el periodo colonial, formó un estado aparte.[9] 

			Desde mis primeros acercamientos al tema de la integración de Yucatán al Estado mexicano, he observado que el fenómeno del separatismo se ha exagerado, al grado de tratar cualquier ruptura de las autoridades estatales con el gobierno nacional como la búsqueda de la creación de una nación y la independencia absoluta.[10] Las tendencias separatistas-independentistas apenas si se expresaron unos meses durante la década de 1839 a 1848. Lo demuestran las fuentes de forma abrumadora. De octubre a noviembre de 1841, las expresiones separatistas-independentistas se manifestaron en el Congreso bicameral, cuando la Cámara de Diputados aprobó el proyecto de independencia yucateca. Para diciembre de 1841, éste fue abandonado; el Senado no lo discutió ni votó y tampoco lo retomaron los cuerpos legislativos posteriores. 

			En este libro se presenta documentación inédita y relativamente reciente que ha salido a la luz en el Archivo General del Estado de Yucatán (AGEY); se trata de las actas de los pueblos yucatecos de 1843 que sufragaron en favor de la reincorporación y la reafirmación de Yucatán como parte de México. Un ejercicio extraordinario y único, al menos hasta el momento; comandados por Mérida, Campeche y Valladolid, unos 150 pueblos de los aproximadamente 242 que poseía Yucatán se declararon por la vuelta a la unión nacional, dispuestos a ser “tan buenos mexicanos como sufridos yucatecos habían sido”. En este sentido, la década separatista de 1839 a 1848 no existe. Además, en toda esta década el gobierno yucateco buscó constantemente la negociación con el gobierno general mexicano a pesar de las rupturas de 1840 y de 1846. Incluso en 1848, cuando se ofreció la soberanía yucateca a las potencias del Golfo de México-Caribe, las autoridades yucatecas no se atrevieron a declarar la independencia absoluta ni descartaron negociar y reincorporarse con el gobierno nacional, como finalmente pasó. 

			Las tendencias autonómicas que suponían las rupturas temporales no pueden ser tratadas como separatistas, es decir, como inclinacio­nes in­dependentistas; la relación de Yucatán con el gobierno mexicano es mu­cho más compleja. Algunas luces al respecto las aportan los trabajos de Cecilia Zuleta, quien introduce el problema de soberanía, autonomía, búsqueda de privilegios y excepcionalidad de Yucatán en sus relaciones conflictivas con el gobierno nacional durante la primera mitad del siglo XIX. Y muestra las complejas imbricaciones y tensiones de los tres niveles de gobierno: ayuntamientos, gobierno yucateco y autoridades nacionales.[11] Pero la historiografía yucateca no ha profundizado en esos aspectos. 

			El proceso de integración de Yucatán al Estado mexicano muestra los encuentros y desencuentros entre el gobierno general y el yucateco, cuya complejidad va más allá de simplemente señalar el separatismo o las tendencias independentistas yucatecas como signo distintivo de las relaciones entre ambos gobiernos. Ya sea por no ser su objeto de estudio o por falta de profundidad, la mayoría de los trabajos que abordan las complejas relaciones de los gobiernos mexicanos y los yucatecos o tratan la historia política peninsular durante la primera mitad del siglo XIX, no responde con claridad a la interrogante: ¿por qué no se independizó Yucatán de México? En otras palabras, ¿cuál era la concepción de nación que tenían los grupos de poder yucatecos?, y ¿realmente eran separatistas-independentistas y buscaban la creación de una nación soberana e independiente? ¿Debido a qué concepciones políticas se dieron los problemas del gobierno yucateco con el mexicano? ¿Cómo planteaban los políticos yucatecos la unión a México? ¿Qué papel desempeñaron los pueblos yucatecos en esas tensas relaciones y cuál fue el cabildo que tuvo una participación más determinante? 

			En general, en la historiografía yucateca hay un concepto que no ha sido suficientemente estudiado: la soberanía. Las potencialidades que el estudio de tal término puede arrojar sobre los conflictos entre los gobiernos yucateco y general y los internos de Yucatán aún no han sido exploradas a profundidad. El estudio de la soberanía es uno de los conceptos que amalgaman los conflictos de los niveles de gobierno, los cabildos, el estatal y el general y, además, está imbricado con la teoría del pacto; con el concepto de nación y su forma de gobierno, sistema confederal, unitario o federal; la excepcionalidad yucateca y la aplicación selectiva de  las leyes generales que contribuyen a explicar la compleja integración  de Yucatán al Estado mexicano.[12]

			1. LA SOBERANÍA Y SU DEVENIR HISTÓRICO

			El Diccionario de Autoridades define soberanía como la “alteza y poderío sobre todos”.[13] Esto es, en el sentido amplio del término, la soberanía es el supremo poder y mando último de una sociedad política.[14] En un sentido restringido, en su significado moderno, la soberanía indica el poder del Estado, único y exclusivo sujeto a la política.[15] 

			Para comprender qué concepto de soberanía tenían los grupos de poder de la primera mitad del siglo XIX en México, es necesario recapitu­lar sobre las ideas políticas que imperaban en esos años. El estudio de la soberanía presenta varias aristas relacionadas con la teoría política medieval-escolástica y las filosofías políticas modernas. Está en íntima conexión con el cambio de la sociedad corporativa al individualismo y con el paso de lo plural a lo sistemático de la justicia en el mundo occidental. 

			Las concepciones sobre la soberanía están relacionadas con la teoría del pacto. En la corriente medieval pactista, las partes contratantes eran el reino y el monarca y pertenecía a la tesis escolástica-aristotélica que señalaba que la soberanía se compartía entre rey y reinos.[16] Estos últimos estaban compuestos de corporaciones y los cuerpos sociales o estamentos funcionaban a manera de moléculas que detentaban parte de la soberanía. No había lugar para el individuo aislado. Si se quería ser parte de la representación política había que formar parte de una corporación. El orden natural, relacionado con el orden impuesto por Dios, imponía a cada estamento o corporación una función que no podía ser la misma. De ahí que la sociedad de antiguo régimen fuese desigual, como desiguales eran las partes del cuerpo humano, reflejado en el cuerpo social.[17]

			De acuerdo con la filosofía escolástica, el poder radicaba originalmente en la comunidad y no en el príncipe a través de Dios. El reino trasladaba, traslatio imperii, la soberanía al rey por medio de un pacto. Comunidad y monarca, o reino y rey, eran partes contratantes de la transferencia del poder y su unión quedaba dentro de la monarquía. El dualismo entre sociedad y príncipe permanecía a pesar del traslatio imperii, y lo mismo la idea del poder originario del reino y el poder in actu del rey. Así, en el pacto no se enajenaba totalmente la soberanía y los derechos históricos del reino se conservaban. El monarca no podía alienar la soberanía porque resultaba perpetua y originaria en la comunidad, una agrupación de hombres que siguen el impulso natural de vivir en sociedad. El derecho a la resistencia y el tiranicidio se justificaban con el incumplimiento de los fines encomendados al titular político, que suponían pactados entre los sujetos contratantes: comunidad y príncipe en monarquía.[18] 

			La versión moderna del pacto se desarrolló durante los siglos XVII y XVIII, y se le conoce como iusnaturalismo racionalista o contractualismo.[19] La corriente inició con la distinción del individuo frente a los cuerpos sociales. Los iusracionalistas plantearon un estado natural ahistórico y sin la tendencia natural de asociarse. Los individuos pactaban entre sí por la necesidad de que un tercero arbitrara entre ellos y protegiera sus derechos naturales de propiedad o prosperidad, seguridad y libertad; en suma, que procurara su felicidad. El estado natural iusracionalista abandonó la idea de la existencia de una ley eterna y divina que regía el mundo natural y la naturaleza del ser humano; rechazó la dualidad escolástica, y dio pie a la aparición de una realidad unitaria (y monopolizadora): el Estado. También, las agrupaciones se creaban por consentimiento de los hombres iguales entre sí, de ahí el nacimiento de la igualdad política moderna.[20] 

			Thomas Hobbes contribuyó a modernizar el iusnaturalismo y la teoría política al proponer el estado natural y la voluntad individual para pactar la construcción de un gobierno. Locke continuó con la idea de este estado natural y planteó los derechos naturales a la libertad, la propie­dad y la seguridad como inalienables a los individuos. Si el gober­nante no cumplía con la finalidad de procurar la felicidad de sus habitantes, el pacto quedaba roto y los individuos podían deponerlo. Más tarde, Rousseau señaló, en su concepto de estado natural, que los hombres se conjuntaban en un todo, en sociedad, para establecer un contrato social y formar su gobierno. El pacto de Hobbes fortalecía el poder real absoluto; el de Locke, una monarquía limitada, y el de Rousseau, el gobierno del pueblo (democracia). En los contratos de Hobbes y Rousseau, las personas enajenaban totalmente su poder al rey o la voluntad general (terceros ajenos a las partes contratantes), por lo tanto, la soberanía, resultado de la colectividad de voluntades personales, se concentraba de forma indivisible, unitaria e inalienable en dichos sujetos.[21]

			En el siglo XVIII, la Ilustración, la independencia de los Estados Unidos y luego la Revolución francesa sacudieron y modificaron la vida política del mundo occidental. El gran cambio político que trasformó las formas de gobierno y la representación política fue la igualdad. El concepto de “igualdad política” rompió con las ideas de igualdad del cristianismo, en el que todos los hombres eran iguales ante los ojos de Dios, todos formaban un mismo cuerpo (místico), por lo tanto, lo más importante era la comunidad cristiana, no el individuo. La igualdad política determinó un individualismo radical que cortó lazos con las visiones corporativas.[22] 

			La igualdad política llevó a depositar la representación en los individuos y modificó los conceptos de democracia y soberanía, que desembocaron en nuevas formas de representación política. Por ejemplo, en el contrato social de Rousseau la voluntad general de los hombres contratantes, el todo en el que cada miembro es parte indivisible, recibe el nombre de República o cuerpo político, que, en caso de ser activo, se denomina Estado y potencia en comparación con sus semejantes. La colectividad de individuos adquiere el nombre de pueblo y los miembros en particular el de ciudadanos, cuando son partícipes de la autoridad soberana y súbditos al estar sometidos a las leyes del Estado. En este sentido, la soberanía obtiene significados abstractos y totalizadores.[23] Con la llegada del individualismo, el hombre por sí mismo puede acceder al poder y, al reunirse con otros, el conjunto no anula su particularidad. Por eso, el pueblo comienza a ser entendido como reunión de individuos (soberanos) y por consiguiente el poder reside en él.[24] 

			La idea de concentración de la soberanía en el pueblo o la nación y la administración de la misma por el Estado llevó a la sistematización del orden jurídico de antiguo régimen. Durante los siglos XV al XVII hubo varios tipos de derecho.[25] El derecho general de los reinos europeos durante los siglos XV-XVII era el derecho común, ius comune, que unificaba diversas fuentes de derecho: justinianeo, romano, canónico, derechos locales, etcétera. En la sociedad europea medieval, la coexistencia de distintos órdenes en el seno de un mismo ordenamiento jurídico se denomina pluralismo jurídico. Éste denotaba un estado de coexistencia de conjuntos diferentes de normas, con legitimidades y contenidos diversos en un mismo espacio social. Aparte del ius comune existían los iura propria, los derechos propios basados en la costumbre y las leyes locales que conformaban el derecho civil, reconocido como propio de un pueblo o ciudad. Los derechos propios fueron una realidad plural, pues agrupaban los derechos de los reinos, los estatutos u ordenanzas de las ciudades, las costumbres locales y los privilegios territoriales o corporativos. En los reinos se reconocía la supremacía política del rey y su ley tenía el carácter de superior, ninguna ley inferior podía imponérsele. Pero el derecho común del reino no se imponía sobre los derechos particulares de las corporaciones; lo particular se prefería a lo general teniendo en cuenta que los iura propria también eran parte del derecho común. Éste entraba en acción en los casos en que el derecho particular no lo hubiese relegado, es decir, como derecho subsidiario. El derecho común también resultaba flexible. El príncipe, como vicario de Dios, podía conceder gracias que exentaban de los efectos de las disposiciones generales.[26] 

			En la teoría liberal y moderna del pacto social, los ciudadanos que conforman el pueblo ceden su poder a la nación y a los representantes de la misma. Por tanto, la residencia de esa soberanía en el Poder Legislativo hizo que éste fuese el único autorizado para crear las leyes. Éstas tenían el carácter de ser expresión de la voluntad del pueblo soberano. De ahí que la ley se proclamara como suprema en el Estado liberal, que se convertía en “Estado de derecho”. En dicha institución, todo proceso de justicia debía regirse por las leyes, códigos y normas sistematizadas. Lo general se impuso a lo particular y específico.[27] No había lugar para otras interpretaciones, pues se buscaba garantizar la certeza de igualdad de la aplicación de la justicia.[28] Las leyes, el constitucionalismo, eran las garantes del pacto social y el freno a las arbitrariedades. El constitucionalismo es un componente importante del liberalismo clásico; una constitución, escrita o no, consiste en reglas que “gobiernan” el gobierno. Equivale al imperio de la ley que excluye, a la vez, el ejercicio del poder arbitrario y  el ejercicio arbitrario del poder legal. Montesquieu señalaba que la libertad (social) era el derecho de hacer todo lo que la ley permitiera y Rousseau destacaba que una vez que el individuo entrara en el contrato social la libertad significaba la obediencia a la ley que él mismo se prescribía.[29] 

			En suma, la representación política cambió de formas plurales y corporativas a lo individual y sistemático. El concepto de soberanía se modificó, el poder pasó de residir y estar fragmentado en corporaciones y estamentos a ser depositado en el rey y luego en el Estado. En otras palabras, la soberanía se transformó de divisible a indivisible. 

			Ahora bien, es necesario precisar que dentro del mundo occidental la Corona española y sus dominios presentaron particularidades que los distinguieron de la vorágine ocasionada por la Revolución francesa y  la independencia de los Estados Unidos. Como ha señalado Annino, la  abdicación de los Borbones españoles en favor de Napoleón fue un caso único en la historia de las monarquías europeas. Nunca las dinastías reinantes habían cedido el trono de esta manera. La Vacatio Regis, ocasionada por esta acción, creó graves problemas sobre la residencia y el ejercicio de la soberanía.[30] 

			Los criollos americanos retomaron las ideas políticas escolásticas y medievales de los Austrias sobre la soberanía compartida.[31] Durante las Cortes de Cádiz, los diputados americanos sostuvieron que, roto el pacto por la abdicación de los Borbones, los dominios del Nuevo Mundo estaban en iguales condiciones que los reinos peninsulares para gobernarse y participar en la dirección del gobierno en tanto la Corona estuviera acéfala.[32] Es decir, reclamaban para la América hispana el derecho de compartir un fragmento de la soberanía y expresaban una idea de nación plural como conjunto de cuerpos político-territoriales.[33] 

			Por su parte, los diputados españoles liberales trataban de mantener unido el territorio de la Corona con la inalienabilidad y la indivisibilidad de una soberanía unitaria residente esencialmente en la nación.[34] Como señala Varela Suances-Carpegna, aunque estas ideas estaban cercanas en sus consecuencias a los postulados modernos de la Revolución francesa y de Rousseau, el argumento de la inalienabilidad tenía reminiscencias escolásticas de la soberanía perpetua y originaria, que se manifestó en la intención de atribuirla “esencialmente en la nación”.[35] Al definir “nación” la Constitución de Cádiz señalaba en su artículo 1: que era la reunión de los españoles de ambos hemisferios, y en el artículo 3 mencionaba que: “la soberanía reside esencialmente en la nación, y por lo mismo pertenece a ésta, exclusivamente, el derecho de establecer sus leyes fundamentales”.[36] 

			Sin embargo, las tendencias independentistas de la América española no se detuvieron, como tampoco los problemas referentes a la soberanía; es decir, convivieron la soberanía compartida con la unitaria. En el tránsito de la Nueva España al Estado-nación de México se observó esta coexistencia. Es así como se encuentran resabios del pluralismo jurídico de antiguo régimen y de la noción de la soberanía compartida según la cual, como señala Rosanvallon, el concepto de soberanía del pueblo estaba relacionado con el derecho a oponerse a la tiranía.[37] Según Chiaramonte, el término pueblo a principios del siglo XIX se entendía como la reunión de los vecinos y las corporaciones civiles, eclesiásticas y militares.[38] Annino menciona que en las sociedades americanas independientes los pueblos-ayuntamientos reivindicaron su participación política utilizando el lenguaje y el argumento de ser conforme con la “soberanía de los pueblos”. Esta práctica tendió a fragmentar el poder, pues la soberanía de los pueblos se esgrimió frente a la del Estado y de las ciudades de 1809.[39] 

			Así, durante los primeros años del siglo XIX la soberanía de los pueblos era un concepto con reminiscencias de significados antiguos y corporativos, y se distingue del término moderno de la voluntad o soberanía del pueblo como reunión de ciudadanos e individuos. Pese a la pervivencia de concepciones de antiguo régimen, la irrupción del individualismo, la Revolución francesa y, en cierta forma, la Constitución de Cádiz introdujeron la visión de soberanía unitaria al fortalecer la presencia del ciudadano y su derecho a voto o a elegir a sus gobernantes, esto es, la igualdad política. También, el constitucionalismo gaditano trajo la tendencia a concentrar la soberanía en la nación, como ya se mencionó. Las ideas del antiguo régimen confluyeron en un mismo tiempo con el individualismo y la igualdad política de la modernidad, pueblos-corporaciones compartieron espacios con el pueblo-conjunto de individuos, y el vecino se conjugó con el ciudadano.[40] 

			En el sentido moderno, la soberanía unitaria tiende a la indivisibilidad del poder y reside en la nación como producto de la voluntad del pueblo. La soberanía de la nación y su administración por el Estado y el gobierno central son de tipo general y superior. Dado que el poder soberano se concentra en tales entidades, conviene mantener unidas sus partes, entonces, la autonomía de las provincias debe ser restringida y, en este sentido, la forma de gobierno que más conviene para tal fin es el centralismo o el sistema unitario que suprime las soberanías locales. 

			En contraparte, la concepción de soberanía compartida no deposita totalmente el poder en la nación, sino que lo comparte y plantea una divisibilidad o fragmentación de la soberanía. Los límites de acción de los poderes políticos regionales y del general no están claros. La forma de gobierno que más conviene es el federalismo, entendido, para el caso, como confederalismo, porque permite conservar la soberanía de la administración interna de los territorios de las provincias y fortalece las autonomías locales. El origen de la soberanía son los pueblos, de ahí que el poder más importante sea el Legislativo, porque concentra a los representantes de los estados y cabildos.

			En ocasiones, las ideas modernas y antiguas se articulan según los intereses y concepciones de los actores y el contexto en el que se emplean. En este tenor, la soberanía compartida es la transferencia corporativa del poder de los pueblos a los estados y de éstos a la nación. Pero los mandos de origen y acción no se pierden dentro del naciente Estado mexicano; el poder podía regresar a las provincias-estados o pueblos-ayuntamientos cuando se considerase necesario o por violación del pacto de unión. La soberanía unitaria refiere a la concentración total del poder en la nación sin que se divida entre las diferentes provincias. El gobierno y el Congreso generales son los representantes de la nación y administradores de su soberanía y, de acuerdo con la visión de la soberanía compartida, resultan partes contratantes frente a los gobiernos y legislativos estatales. 

			La concepción de un poder fragmentado, que conlleva la soberanía compartida, ocasionó conflictos en los tres niveles de gobierno: el general, el estatal y el municipal. El primero tenía que compartir la soberanía con los estados y éstos con los cabildos. La búsqueda por obtener pri­vilegios, prerrogativas y autonomía de los estados ocasionaba proble­mas con el gobierno general. De igual manera, los conflictos de los cabildos con las administraciones estatales sacudían a las provincias-estados. Por eso, las autoridades estatales trataron de controlar a los ayuntamientos de los pueblos en sus pretensiones de influir en el gobierno como corporaciones soberanas.[41] Estos tres niveles, general, estatal y municipal, conducen a entender el proceso de integración de la península de Yucatán al Estado mexicano. 

			2. METODOLOGÍA Y CAPITULADO

			Los conflictos entre Yucatán y las autoridades mexicanas, en su mayoría, fueron por la falta de delimitación de la soberanía estatal dentro de la esfera de la soberanía nacional. Las autoridades yucatecas tenían una concepción de soberanía nacional compartida de la cual podían reasumir su parte correspondiente y las facultades cedidas al romperse el pacto de unión con el gobierno mexicano. En contraparte, las autoridades generales no podían intervenir en la administración interna de Yucatán, pues la soberanía estatal resultaba unitaria y exclusiva. Pero los cabildos podían reclamar su parte de soberanía y oponerse a sus autoridades estatales-departamentales, o bien respaldar al gobierno nacional. Campeche fue el ejemplo más notorio, utilizó una concepción de soberanía contraria a la esgrimida por el gobierno yucateco para inclinar la balanza hacia algún bando y, en este sentido, su participación política fue más determinante que la de Mérida y otros ayuntamientos. Los problemas de soberanía y el rompimiento del pacto tuvieron tres detonantes interconectados: el  comercio, la defensa y la petición de cambio de forma de gobierno. El co­mercio y la defensa ocasionaron los regateos de los yucatecos por obtener privilegios dentro de las leyes generales o facultades correspondientes al gobierno general de forma constitucional; incluso se varió la forma de gobierno en el estado, pese a que en la nación mexicana regía otra. La pretensión de implantar determinada forma de gobierno contraria a la de la República mexicana también tuvo su propia dinámica para romper el pacto de unión y reasumir facultades soberanas, pues fue una respuesta a la inestabilidad política nacional. 

			El rompimiento del pacto de unión y el reasumir parte de la sobera­nía nacional por la defensa, el comercio y la variación de la forma de go­bierno estaban íntimamente relacionados con las concepciones de: na­ción, su forma de gobierno y una pretendida excepcionalidad frente a las leyes generales.

			La concepción de nación de los grupos de poder yucatecos era cercana al concepto moderno de Estado, y el tipo de unión a ella más socorrido era la forma de gobierno confederal, más que un sistema unitario o un federalismo, aunque este último término lo utilizaron como sinónimo de confederalismo. Los conflictos por la soberanía y sus detonantes mostraron la poca convicción de la élite yucateca para crear una nación independiente, pues la limitada capacidad para sostener la defensa local y la necesidad de mantener intercambios mercantiles con los puertos mexicanos hacía insostenible la emancipación. Por tanto, a pesar de las rupturas con el gobierno mexicano, Yucatán no dejó de considerarse parte de la nación mexicana. Es verdad que las autoridades estatales tuvieron amplia autonomía al reasumir las facultades correspondientes al gobierno general en los rompimientos del pacto, que se aunaban a las atribuciones estatales exclusivas en el ámbito de la soberanía local, pero estas acciones no fueron separatistas-independentistas. Los funcionarios peninsulares esgrimieron tendencias separatistas por periodos breves y no lograron predominar en las relaciones y conflictos con las autoridades nacionales. Incluso el gobierno yucateco trató de ser un actor influyente en la política nacional para modificarla en su favor mediante coaliciones con otros estados, pero sus esfuerzos fueron infructuosos. 

			Antes de esgrimir un separatismo-independentismo, las autoridades yucatecas buscaron la unión con México pero de forma condicionada, con un pacto que les concediera constitucionalmente excepcionalidad en cuanto a las leyes generales y soberanía en ciertos rubros, principalmente en los de materia mercantil y de defensa. Igualmente intentaron sostener formas de gobierno diferentes e incompatibles con las leyes imperantes en la nación mexicana. En realidad, Yucatán buscaba, con esa excepcionalidad, obtener el reconocimiento de sus privilegios, su autonomía y la preferencia de sus leyes particulares sobre las generales; un aumento de las facultades de la soberanía estatal exclusiva en detrimento de la soberanía nacional.

			Respecto a los detonantes de la ruptura y el restablecimiento del pacto de unión de Yucatán con el gobierno general, la defensa y el comercio, los analizo más como argumentos para sustentar el discurso en favor de la unión o el rompimiento con el gobierno general que como un estudio per se de estos aspectos. Así, defensa y comercio están en función de mostrar los conflictos de las autoridades estatales con las nacionales, la dependencia con México y la viabilidad o inviabilidad de una posible nación yucateca soberana e independiente absolutamente.

			Este estudio inicia en 1821, con el condicionamiento y la delineación de un primer pacto de unión con el Imperio mexicano, y culmina en 1848, con la reincorporación de Yucatán a la República mexicana, aparentemente sin condicionar el pacto de unión. Los capítulos de este trabajo tratan sobre las rupturas y reincorporaciones de Yucatán con el gobierno nacional. Como las concepciones de soberanía y pacto de unión son los ejes centrales del trabajo, la mejor forma de estudiarlas es a través de los momentos coyunturales en los que Yucatán reasume parte de la soberanía que había cedido a las autoridades nacionales, o cuando se integra a la dinámica de la política nacional condicionando su unión y reconocimiento al gobierno general. No abordo todos los procesos, como los político-eclesiásticos,[42] ni toda la cronología de 1821 a 1848.

			El capítulo primero, “Los primeros planteamientos de la soberanía y el pacto, 1821-1825”, es un lapso que fue un parteaguas en la vida política de Yucatán en el México independiente. A lo largo de estos cinco años se enmarcaron los cambios y las continuidades con el antiguo dominio español y la triangulación conflictiva entre las autoridades generales, estatales y de los ayuntamientos. Las fórmulas de las autoridades yucatecas para romper o reconocer al gobierno nacional durante la primera mitad del siglo XIX se sentaron en este periodo. Por eso estudio los primeros argumentos y las condiciones que delinean el pacto de unión con México, la soberanía local frente a la nacional y la excepcionalidad yucateca. También explico, a la luz del concepto de soberanía, la participación política de Campeche como fiel de la balanza de los desencuentros entre Yucatán y el gobierno nacional de 1821 a 1825. 

			Respecto al capítulo segundo, “El centralismo yucateco y la nación mexicana, 1829-1832”, la importancia de estudiar este periodo reside en que fue la primera ruptura yucateca que estableció una forma de gobierno distinta de la de la nación y fue el primer experimento centralista a nivel nacional. Por lo tanto, analizo el gobierno de José Segundo Carvajal en sus etapas centralista y federalista, para exponer y contrastar las ideas de soberanía, autonomía, nación mexicana y su forma de gobierno, y la excepcionalidad jurídica, con alguna posibilidad de crear la nación yucateca y con probables tendencias separatistas. 

			En el capítulo tercero, “Estado excepcional o nación independiente, Yucatán 1839-1843”, la temporalidad en cuestión es nodal, pues los grupos de poder federalistas debatían entre convertir a Yucatán en una nación soberana o en un estado confederado, con una soberanía amplia y con excepciones dentro de las leyes generales. Los Congresos yucatecos de 1841 discutieron esas tendencias. Este capítulo está dedicado a contrastar tales posturas y mostrar cómo los políticos yucatecos se decantaron por la unión condicionada a México con base en una pretendida excepcionalidad jurídica. Por lo tanto, también es necesario mostrar los consensos de las facciones federalistas y sus acciones con el fin de variar la forma de gobierno nacional, como sus alianzas con Texas. Y, sobre todo, documentar la voluntad de los yucatecos de negociar el pacto de unión con las autoridades generales, a pesar de la algidez de los enfrentamientos, a fin de poner en tela de juicio el supuesto separatismo-independentismo peninsular. 

			El capítulo cuarto, “Reincorporación o anexión: la muerte de la nación yucateca, 1843-1848”, refuerza lo discutido en el capítulo anterior, pues muestra la continuidad de los conflictos por concepciones de soberanía en contraste con las tendencias separatistas-independentistas. El gobierno yucateco apostaba a la renegociación del pacto de unión con base en una pretendida excepcionalidad jurídica antes que llevar a cabo un proyecto de creación de una nación independiente. De hecho, en 1843 las votaciones de los notables de los pueblos ratificaron con contundencia que Yucatán siguiera siendo parte de México. Incluso las propuestas de anexión a las potencias del Golfo de México-Caribe evidenciaron que no era viable una nación yucateca. Y, aunque estas acciones se pueden tomar como separatistas, en realidad la independencia de México no se concretó ni tampoco se abandonó la idea de renegociar el pacto de unión con el gobierno mexicano a través del Tratado del 14 de diciembre de 1843. 

			NOTAS AL PIE

			
				
					[1] Para abundar en el centralismo yucateco, se puede consultar Flores Escalante, “El primer experimento centralista en Yucatán”. Flores Escalante, Entre el centralismo y el federalismo.

				

				
					[2] Estos acontecimientos pueden consultarse en las historias generales de Ancona, Historia de Yucatán, t. III y IV. Lanz, Compendio de historia de Campeche. Baqueiro Preve, Ensayo histórico, t. I y III. 

				

				
					[3] Los conflictos del gobierno estatal con los cabildos y entre los mismos ayuntamientos de las ciudades más importantes no fueron privativos de Yucatán. En otros  estados con dos localidades importantes, como en Zacatecas, se dieron problemas similares entre Aguascalientes y la capital zacatecana o con el gobierno estatal. Véase Vázquez, “Del federalismo moderado al fracaso radical: Zacatecas”, pp. 259-265.

				

				
					[4] Jorge I. Rubio Mañé cuestionó el separatismo-independentismo yucateco; para él, Yucatán era regionalista y los conflictos con las autoridades nacionales fueron por incumplimiento del pacto de 1823. Yucatán era federalista, no separatista. Otros autores que también han cuestionado el separatismo yucateco son: Betancourt Pérez, “¿Separatista Yucatán?”, pp. 315-331; Zanolli Fabila, “Liberalismo y monopolio”; Castillo Canché y Chi Estrella, “El pronunciamiento de Santiago Imán”, pp. 13-24; Zuleta, “Yucatán y la guerra con Estados Unidos”, pp. 578-615, y Zuleta, “Raíces y razones”, pp. 155-187. Quezada, “Formas de gobierno y élites peninsulares”, pp. 229-257. 

				

				
					[5] Véase Taracena Arriola, De la nostalgia por la Memoria. Taracena Arriola, De héroes olvidados. Este autor retoma ampliamente los argumentos de Campos García, Que los yucatecos todos proclamen su independencia.

				

				
					[6] Esta dicotomía la inició Joaquín Casares y Armas, y en 1861, sin reconocerlo, la retomaron Tomás Aznar y Juan Carbó. Aznar Barbachano y Carbó, Memoria, caps. II y III, en específico pp. V-VI, 12-14 y 31-32. Flores Escalante, “Procesos políticos y gobiernos en Yucatán”, pp. 93-95.

				

				
					[7] Como señala Marco Bellingeri, esta línea de investigación no es suficiente para explicar por qué los antiguos cabildos coloniales de Yucatán se convirtieron en un cuarto poder soberano, alterno a los estatales, divididos en Ejecutivo, Legislativo y Judicial en la época independiente. Bellingeri sostiene que es simplista tratar de explicar las rivalidades de las dos principales urbes peninsulares por medio de su actividad mercantil y tampoco arroja luz sobre la integración o el distanciamiento respecto al México central. Bellingeri, “Soberanía o representación”, pp. 65-89.

				

				
					[8] Uno de los mejores trabajos hasta ahora sobre la relación de los ayuntamientos yucatecos es el de Ulrike Bock. La autora analiza cómo los cabildos “antiguos” de Yucatán reclaman sus privilegios, estatus y méritos desde la época Borbónica hasta el segundo periodo gaditano. Observa la lucha por la autonomía que esgrimieron los cabildos de Mérida y Campeche contra las instituciones provinciales y la competencia por adquirir mayores funciones administrativas en el ámbito de su territorio para fortalecer su prestigio y beneficios. Bock cuestiona el argumento de que con la proliferación de ayuntamientos en la época gaditana se hayan diluido el prestigio y el estatus de los antiguos tres cabildos de Yucatán, aunque reconoce que el Ayuntamiento de Valladolid se quedó rezagado en comparación con el del puerto campechano y el de la capital yucateca. A pesar de la proliferación o el aumento de cabildos en Yucatán a raíz del constitucionalismo gaditano, los ayuntamientos de Campeche y Mérida continuaron siendo los líderes políticos. Bock, “Negociaciones del orden territorial”, pp. 277-310.

				

				
					[9]  En agosto de 1822, Manuel Crecencio Rejón presentó una propuesta de creación del estado de Tabasco en el Congreso nacional. Es probable que la Junta Nacional Instituyente haya decretado la creación de la provincia de Tabasco. En los últimos días de abril de 1823, Tabasco contaba con una Diputación Provincial. Benson, La Dipu­tación Provincial, pp. 70-71. El artículo 7 del Acta Constitutiva de la federación mexicana y el 5 de la Constitución mexicana de 1824 mencionaban que Tabasco era estado de la federación mexicana. Tena Ramírez, Leyes fundamentales, pp. 154-155, 168.

				

				
					[10] Flores Escalante, “Procesos políticos y gobiernos en Yucatán”. Flores Escalante, “¿Separatismo, autonomía o soberanía?” Flores Escalante, Entre el centralismo y el fe­deralismo. 

				

				
					[11] Zuleta, “Yucatán y la guerra con Estados Unidos”, pp. 578-615. Zuleta, “Raíces y razones”, pp. 155-187. Zuleta, “Estudio introductorio”, pp. 11-53.

				

				
					[12] Estos conceptos se definen a lo largo de los capítulos siguientes. En especial véase los capítulos 1 y 2.

				

				
					[13] Diccionario de Autoridades, t. III, p. 124. 

				

				
					[14] La soberanía indica el poder de mando en última instancia en una sociedad política, que se diferencia de otras asociaciones humanas donde no existe tal poder. La soberanía está vinculada al concepto de poder político, en el sentido de que la soberanía pretende ser una racionalización jurídica del poder al transformar la fuerza en poder legítimo, el poder de hecho en poder de derecho. La soberanía se ha configurado de maneras distintas según las diversas formas de organización del poder en la historia de la humanidad; en todas se puede encontrar siempre una autoridad suprema, aunque luego se explique o sea ejercida de maneras muy distintas. Bobbio, Matteucci y Pasquino, Diccionario de política, t. II, p. 1483.

				

				
					[15] Esta concepción le permitió al Estado moderno imponerse sobre la organización medieval basada en estados y estratos, y en el papado y el imperio. Bobbio, Matteucci y Pasquino, Diccionario de política, t. II, p. 1483. De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española la soberanía es el poder político supremo que corresponde a un Estado independiente. 

				

				
					[16] Véase Chiaramonte, “Acerca del origen”, p. 46 y nota 43.

				

				
					[17] Hespanha, Cultura jurídica europea, pp. 59-61, 64-68.

				

				
					[18] Dentro de las teorías neoescolásticas había variantes; Francisco de Vitoria o Francisco Suárez señalaban que una vez realizado el pacto de traslación, el poder recaía exclusivamente en el monarca y sólo podía recobrarlo la comunidad en casos excepcionales y taxativos. Para Juan de Mariana, el poder seguía residiendo conjuntamente en ambos. Varela Suances-Carpegna, Teoría del Estado, pp. 62-67.

				

				
					[19] Hespanha, Cultura jurídica europea, pp. 145-156.

				

				
					[20] Varela Suances-Carpegna, Teoría del Estado, pp. 67-71.

				

				
					[21] Merquior, Liberalismo viejo y nuevo, pp. 32-48. Carpintero, Historia del derecho natural, pp. 327-347. Locke, Ensayo sobre el gobierno civil, pp. 3-10, 45-55 y 73-90. Rousseau, El contrato social, pp. 7-22. 

				

				
					[22] Rosanvallon, La consagración del ciudadano, pp. 11-12.

				

				
					[23] Rousseau, El contrato social, pp. 18-23 y 29-32.

				

				
					[24] Rosanvallon, La consagración del ciudadano, pp. 18-35. 

				

				
					[25] El derecho natural de la Edad Media estaba relacionado con el orden divino de la creación, la naturaleza, donde la justicia iba unida con ésta, es decir, con Dios. El derecho era la ciencia de lo justo o lo injusto, basada en el conocimiento de las cosas divinas y humanas. Dominaba el carácter natural de la constitución social, esto es, la idea de que la organización social dependía de la naturaleza de las cosas y de que por este motivo estaba por encima de cualquier poder de disposición de la voluntad. Las leyes fundamentales, la constitución de una sociedad, de un reino, dependían tan poco de la voluntad como la fisiología del cuerpo humano o el orden de la naturaleza. El derecho al tiranicidio contra el mal gobierno era algo pasajero. La constitución natural seguía siendo siempre el criterio superior que dotaba de legitimidad al derecho establecido por el poder, y estaba vigente y era tan positivo como este mismo derecho. El iusnaturalismo moderno o iusracionalismo (incluso el escolástico) secularizó la idea del derecho natural al incluir la voluntad y el raciocinio del individuo para conformar una sociedad por medio de un pacto o contrato, entendido como la unión de voluntades individuales. Hespanha, Cultura jurídica europea, pp. 58-72, 145-164.

				

				
					[26] Hespanha, Cultura jurídica europea, pp. 73-74, 96-97, 100-107.

				

				
					[27] Paolo Grossi llama a lo anterior absolutismo jurídico. Grossi, Derecho, sociedad, Estado, pp. 61-75.

				

				
					[28] Speckman Guerra, “Los jueces”, pp. 1411-1417.

				

				
					[29] Merquior, Liberalismo viejo y nuevo, pp. 23, 41-42.

				

				
					[30] Annino, “Soberanías en lucha”, p. 161.

				

				
					[31] Los Habsburgo plantearon que la Corona era un conjunto de reinos, territorios y provincias que compartían la soberanía con el rey. Por las mismas divisiones, en diferentes cuerpos territoriales y corporaciones el poder real no fue absoluto, pues era necesario mantener el consenso entre las diferentes partes para tener un “buen gobierno”. Lempérière, “Reflexiones”, pp. 43-49.

				

				
					[32] Por ejemplo, fray Servando Teresa de Mier defendió el estatus de los territorios americanos como reinos, no colonias, que pactaban con el rey. Los dominios americanos pertenecían al monarca, no a España. En ausencia del primero, la soberanía volvía los “reinos americanos”. Por eso, en las Cortes de Cádiz, las provincias del Nuevo Mundo deberían tener la misma representación que las ibéricas, porque estaban en igualdad de condiciones. Mier, Historia, pp. 471-510, en específico pp. 473-476.

				

				
					[33] Véase Guerra, “El soberano y su reino”, pp. 36-39.

				

				
					[34] Durante los debates de las Cortes de Cádiz, los españoles peninsulares, retomando los planteamientos franceses, tenían una visión unitaria de la nación, es decir, la consideraban como una entidad abstracta que concentraba en ella la soberanía, independientemente de toda corporación, estamento o provincia. Annino, “Ciudadanía versus gobernabilidad”, p. 76. 

				

				
					[35] Varela Suances-Carpegna, Teoría del Estado, pp. 96-101 y 116-119.

				

				
					[36] Tena Ramírez, Leyes fundamentales, p. 60. En el siglo XVIII la nación se definía como el acto de nacer. En ese sentido, se usaba para hablar de nación, en lugar de nacimiento. Así dicen ciego de nación. También la nación era la colección de habitantes en alguna provincia, país o reino. Diccionario de Autoridades, t. II, p. 644. Este último significado no está lejos de la definición gaditana. 

				

				
					[37] Rosanvallon, La consagración del ciudadano, p. 24.

				

				
					[38] Chiaramonte plantea lo anterior al analizar los discursos que pretendían legitimar a los gobiernos independentistas del Río de la Plata y que mencionaban que la voluntad o la soberanía del pueblo confería el mando a las autoridades. Chiaramonte, “Acerca del origen”, pp. 43-45. 

				

				
					[39] Annino, “Soberanías en lucha”, pp. 176-181.

				

				
					[40] Como señala Carmagnani, en el binomio vecino-ciudadano de las primeras décadas del siglo XIX se dio una conjunción entre el concepto social vecino-pueblo y el concepto político ciudadano-ayuntamiento, es decir, elementos del antiguo régimen, como la distinción del estatus de vecino, pervivieron en la visión del ciudadano al poner el mérito del modo honesto de vivir para acceder a la representación. El mismo autor menciona que el antiguo concepto de vecindad colonial fue reorientado hacia el liberalismo al introducirse la igualdad política para todos los considerados vecinos. Carmagnani, “Territorios, provincias y estados”, p. 63.

				

				
					[41] El trabajo de Arturo Güémez Pineda ilustra la tendencia de los Congresos y gobiernos yucatecos a reducir el número de ayuntamientos creados por la Constitución de Cádiz en la primera mitad del siglo XIX. También señala que la participación de los indígenas en los ayuntamientos mermó drásticamente después del periodo gaditano; en su mayoría los cargos del cabildo fueron acaparados por criollos y mestizos. Güémez Pineda, Mayas, gobierno y tierras, pp. 103-104, 121-142, 152-169, 311-313.

				

				
					[42] En los procesos políticos y de conflicto con el gobierno general la Iglesia yucateca no participó como corporación. En 1827, a la muerte del último obispo español, Pedro Agustín Estévez y Ugarte, la Iglesia yucateca inició un periodo de recomposición y de lucha por la sucesión episcopal que la dividió. Si se quiere profundizar en la situación de la Iglesia yucateca dentro del contexto nacional, véase Staples, La Iglesia en la primera república federal mexicana. Para estudios centrados en la Iglesia yucateca durante la primera mitad del siglo XIX y la lucha por la sucesión episcopal después de 1827 entre José María Guerra, apoyado por el grupo de poder de José Segundo Carvajal y los centralistas, y José María Meneses, respaldado por el grupo de poder de José Tiburcio López y los federalistas, véase Serrano Catzín, “La lucha por la sucesión episcopal de Yucatán”, pp. 117-140. Serrano Catzín, “El patronato y la Iglesia yucateca”, pp. 203-237. 

				

			

		

	
		
			
			I. LOS PRIMEROS PLANTEAMIENTOS DE LA SOBERANÍA  Y EL PACTO, 1821-1825 

			El 27 de septiembre de 1821, Agustín de Iturbide entraba a la Ciudad de México e iniciaba la vida independiente de México. El jefe político superior y capitán general de la Nueva España don Juan de O’Donojú había reconocido el Plan de Iguala que ponía fin a la guerra civil entre realistas e insurgentes novohispanos. El sentido de la independencia no estaba del todo claro, spues los Tratados de Córdoba y el Plan de Iguala proponían una monarquía mexicana cuyo trono fue ofrecido a Fernando VII o a algún Borbón de su familia. Entretanto, Iturbide gobernó como jefe del Ejecutivo en su papel de presidente de la Regencia. El rechazo de la Corona española a las solicitudes mexicanas abrió la puerta para que Agustín de Iturbide fuese nombrado emperador en mayo 1822, y su cargo duró hasta marzo de 1823.[1] El 17 de noviembre de 1821, las autoridades nacionales convocaron a elecciones a fin de formar un Congreso Constituyente para crear una Ley fundamental de la monarquía mexicana. La primera Legislatura mexicana inauguró sus sesiones el 24 de febrero de 1822.[2]

			El Poder Legislativo, con el argumento de ser el depositario de la soberanía de la nación, se atribuyó casi todas las facultades gubernativas y apenas otorgó algunas atribuciones a Iturbide. La incapacidad del Congreso para resolver los grandes problemas de la nación y redactar la Constitución, además de surgir una conspiración contra el Imperio, llevaron a Iturbide a disolverlo el 31 de octubre de 1822. Por lo tanto, la nación aún no estaba instituida y las leyes españolas todavía regían el Imperio, mientras que otras naciones americanas ya tenían sus propias constituciones. El 2 de noviembre de 1822, en lugar del Congreso se estableció una Junta Nacional Instituyente con legisladores del Constituyente, seleccionados por Iturbide, no necesariamente adictos a él.[3] La medida provocó que los opositores de Iturbide iniciaran una serie de levantamientos y surgieran planes como el de Veracruz, del 6 de diciembre de 1822, iniciado por Antonio López de Santa Anna y apoyado por Guadalupe Victoria. Aunque este plan fracasó, el Plan de Casamata, del 1 de febrero de 1823, hecho por los militares que debían someter a los alzados del plan veracruzano por órdenes de Iturbide, logró la adhesión de todo el país.[4]

			Iturbide reinstaló el Congreso disuelto, pero poco después abdicó, según Anna, para evitar los estragos de la ingobernabilidad y de la guerra civil. El Congreso, desprestigiado, fue restablecido en marzo de 1823; cuando se reunió, desconoció el Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba  sin convocar a elecciones, como exigía el Plan de Casamata. Esta situación posibilitó que las diputaciones provinciales organizaran el gobierno interior de sus provincias y no reconocieran al Congreso ni al triunvirato formado por Nicolás Bravo, Guadalupe Victoria y Pedro Celestino Negrete, nombrado como Poder Ejecutivo provisional. Jalisco, Zacatecas, Yucatán y Oaxaca condicionaron su unión a la nación siempre y cuando adoptase la República Federal. A los diputados no les quedó más opción que convocar a elecciones para un nuevo Constituyente, que se instaló en noviembre de 1823. Al segundo Constituyente le tocó la promulgación del Acta Constitutiva del 31 de enero y de la Constitución federal del 4 de octubre de 1824. Guadalupe Victoria fue nombrado primer presidente de México en octubre de 1824.[5]

			La instalación del segundo Constituyente y la promulgación del Acta Constitutiva y de la Constitución de la primera República Federal en 1824 sellaron el pacto de unión entre el naciente estado yucateco y la recién constituida nación mexicana. El Acta no fue aceptada del todo por el primer Constituyente yucateco, instalado en agosto de 1823, pues hizo varias observaciones y retardó su publicación. También se negó a declarar la guerra a España, de acuerdo con el decreto general del 8 octubre de 1823, pero el Ayuntamiento de Campeche se opuso a estas resoluciones.[6] El Congreso local también contó con la desaprobación de la mayoría de los diputados yucatecos que formaban parte del segundo Constituyente mexicano, por lo que el Legislativo peninsular tuvo que ceder, en términos formales y legales, a las disposiciones emitidas por las autoridades generales.

			El lapso de 1821 a 1825 fue un parteaguas en la vida política de Yucatán en el México independiente. A lo largo de estos cinco años se enmarcaron los cambios y las continuidades con el antiguo dominio español y la triangulación conflictiva entre las autoridades generales, estatales y de los ayuntamientos. Las fórmulas de las autoridades yucatecas para romper o reconocer al gobierno nacional durante la primera mitad del siglo XIX se sentaron en este periodo. Por eso, los objetivos de este capítulo son estudiar las concepciones de la excepcionalidad yucateca, soberanía y pacto de unión y las relaciones de la soberanía con los conceptos de forma de gobierno, además de explicar por qué las autoridades yucatecas decidieron continuar en su unión con México y las concepciones de la soberanía esgrimida por el Ayuntamiento de Campeche a fin de inclinar la balanza en las tensiones del gobierno yucateco con el nacional.

			1. LA EXCEPCIONALIDAD YUCATECA

			La excepcionalidad yucateca se sustentó en el discurso de los conquistadores españoles de la pobreza yucateca, originado en el siglo XVI y retomado en el siglo XVIII. Tal discurso refería a un determinismo geográfico de la península yucateca: el suelo calcáreo, la “laja”, que limitaba la agricultura comercial y la carestía de minas.[7] Los españoles no se involucraron en los procesos de producción de los mayas yucatecos. La encomienda fue el sistema que generó el sustento para los conquistadores, quienes estuvieron más preocupados por la recaudación del tributo indio que por emplear algún sistema de producción agrícola o ganadera. Los mayas proporcionaron maíz, frijol, sal, miel, pescado, mantas de algodón y cera para la subsistencia de los conquistadores. En Yucatán, la encomienda duró hasta 1785, mientras que en el resto de la Nueva España hacía tiempo que había desaparecido. Un encomendero de Sotuta decía sobre la geología yucateca: “no se ara ni se cava la tierra, ni podrían aunque quisiesen, por ser como es toda esta tierra una laja y montuosa”.[8] 

			A esta difícil situación que creaba el medio natural había que agregar la condición fronteriza de la península y su exposición frente a las potencias del Golfo de México y el mar Caribe. La posición geográfica de frontera enriqueció el discurso de la excepcionalidad. Desde la perspectiva de los grupos de poder yucatecos, la Corona española había concedido a Yucatán ciertas exenciones, gracias y privilegios en su comercio y había subsidiado las tropas residentes en ella por medio de un situado para paliar la pobreza y procurar la defensa que imponía el medio geográfico. Esto los yucatecos lo consideraba como sus “derechos históricos”. Necesitamos ver los antecedentes de las concesiones a Yucatán e ir desentrañando la concepción de la excepcionalidad yucateca. 

			Yucatán, como zona periférica del Imperio, se benefició con las disposiciones borbónicas. En 1768 Carlos III permitió a Campeche mandar carnes a Cuba y en 1770 decretó el libre comercio para la provincia. La península yucateca entró al régimen que gozaban las islas de Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico, Trinidad y Margarita desde 1765. Con tales disposiciones, Campeche quedó fuera del monopolio de Veracruz, siendo el primer puerto del virreinato de la Nueva España en recibir tal beneficio. A finales del siglo XVIII, en 1778, Campeche obtuvo la categoría de puerto menor y la reducción de sus impuestos, y, por lo tanto, el derecho a reexportar los productos de la Península Ibérica y La Habana a Veracruz y Tabasco. En 1784, al puerto de Campeche se le liberó de todo gravamen.[9] Entonces, el puerto campechano se convirtió en uno   de los principales abastecedores de los puertos de cabotaje novohispa­nos del Golfo de México.[10] 

			Los privilegios de Campeche ocasionaron tensiones con los comerciantes veracruzanos y el virrey. En noviembre de 1804, los campechanos empezaron a enviar productos y efectos extranjeros a Veracruz, pero el virrey Iturrigaray detuvo los buques y se entabló un pleito legal ante las autoridades metropolitanas. Carlos IV resolvió y ordenó al virrey que se  aceptasen los productos y efectos europeos reexportados desde Campeche en el puerto veracruzano. Así lo comunicó el ministro español Soler a Iturrigaray el 17 de diciembre de 1806. El monarca español también había dispuesto que se estableciese una comandancia de matrículas en el puerto campechano cuyo régimen dependería de La Habana.[11] 

			Los mercaderes de Campeche y el Ayuntamiento de Mérida trataron de obtener un consulado de comercio para Yucatán, libre del mexicano  y del de Veracruz. Estas últimas corporaciones se opusieron tenazmente a la creación del consulado en la península yucateca. Sin embargo, y como producto de la desarticulación del virreinato y la inestabilidad política,[12] el 6 de abril de 1814, las autoridades yucatecas determinaron poner en funcionamiento su propio reglamento de libre comercio, que señalaba los cobros a las embarcaciones españolas y la forma de comerciar con las  potencias amigas y neutrales.[13] El fundamento de este reglamento radicaba en la Real Cédula del 10 de agosto de 1804, que permitió de ma­nera temporal el intercambio mercantil del palo de tinte con puertos estadunidenses a cambio de maíz y frijol, carentes en la península. Las autoridades yucatecas se hicieron del control de los ingresos de las aduanas locales ante la falta de los 150 mil pesos del situado y la carestía   de granos de maíz y harinas de trigo. Cabe destacar que Fernando VII, quien abolió las Cortes y las diputaciones provinciales en 1814, aprobó el reglamento yucateco y estuvo vigente hasta la Independencia.[14] 

			Entre 1793 y 1808, la Corona dispuso el envío de un situado, 150 mil pesos, desde la Ciudad de México al gobierno yucateco para sostener tropas en Yucatán. La guerra de independencia en Nueva España interrumpió el envío del recurso, la carencia del pago del situado trajo serias consecuencias a la hacienda local.[15] 

			Como en otras partes de la Nueva España y del naciente Estado mexicano, las autoridades yucatecas trataron de controlar la administración de la defensa en la provincia-estado. Desde la creación del ejército permanente en 1762, los virreyes y las autoridades militares se tropezaron con la oposición de los ayuntamientos a los sorteos de personas para componer las fuerzas permanentes, pues mermaban a las poblaciones de los mejores brazos productivos.[16] Después de la Independencia, entre 1821-1824, el ejército permanente y todas las fuerzas armadas pasaron de ser controladas exclusivamente por Agustín de Iturbide al mando limitado de los presidentes por disposición de la Constitución de 1824.[17] Pero los contingentes de sangre y remplazos que los estados debían mandar fueron motivo de conflicto y debilitaron a las fuerzas generales. Incluso estados como Zacatecas tuvieron milicias locales poderosas al mando de   sus gobernadores, que rivalizaron con el ejército permanente y pusieron en jaque a las autoridades nacionales.[18] 

			Durante la época colonial, los gobernadores y capitanes generales yucatecos estuvieron al frente de la defensa local. Las intendencias de Sonora, Yucatán, Durango y Puebla estaban a las órdenes de goberna­dores-intendentes. En el caso de Yucatán, el cargo de intendente se fusionó con el de gobernador y capitán general.[19] Durante la aplicación de las leyes de Cádiz, el jefe político yucateco no perdió su cargo de capitán, jefe de los ejércitos, pero sí el oficio de intendente.[20] De 1821 a 1823, la dirección de las fuerzas yucatecas estuvo intermitente entre la salida del último jefe político superior y capitán general español y los milita- res designados por las autoridades campechanas, meridanas y del go­bierno de Iturbide. A partir de 1824, exceptuando los periodos de  rupturas de 1829-1832 y 1840-1848, el comandante general fue nombrado por las autoridades nacionales y era motivo de conflicto. Aunque se sabe poco de la organización del ejército permanente en Yucatán, el control de la comandancia general por parte del gobierno yucateco fue uno de los puntos más recurrentes dentro de la pretendida excepcionalidad yucateca.[21]

			El pago del situado y los problemas del control de las aduanas, de las reexportaciones, aranceles y derechos de los productos y los efectos provenientes de Yucatán hacia los puertos del Golfo de México se arrastraron durante la primera mitad del siglo XIX. En la época independiente, los yucatecos lograron algunas prerrogativas arancelarias en el Congreso   de 1824 y en 1827,[22] pero luego las perdieron. Estas y otras demandas se aglutinaron con el paso de los años, como los saldos del contingente, las levas y sorteos de remplazos para el ejército permanente o la marina,[23] y las deudas de la Hacienda nacional a la yucateca. En suma, los rubros que se reclamaron como parte de la excepcionalidad fueron las fuentes de ingreso o factores que empobrecían a Yucatán, en conjunto con aspectos políticos como el control de la defensa local. Defensa y comercio abarcaron la mayor parte de las demandas de excepcionalidad.

			Durante la primera mitad del siglo XIX, los grupos de poder yucatecos pidieron el reconocimiento legal de la excepcionalidad yucateca. El discurso de la excepcionalidad fue un tanto elástico en cuanto a incorporar demandas y reclamaciones y en su intensidad jurídica, que tuvo y osciló en niveles diferentes que es necesario analizar para desentrañar cómo se concibió la soberanía particular de Yucatán y la nacional. 

			A finales del siglo XVIII, con la Ordenanza de intendentes, las provincias americanas podían considerarse también como corporaciones y, por ende, recibir privilegios.[24] La élite yucateca consideró las concesiones de la Corona española al comercio y el subsidio de tropas como privilegios de la provincia, estrechamente relacionados con su discurso de pobreza y la condición marginal y fronteriza de la península. 

			El término privilegio se entendía a mediados del siglo XVIII como: “la gracia o prerrogativa que concede el superior exceptuando o liberando a uno de algún cargo o gravamen, o concediendo alguna exención que no gozan otros”,[25] y en estudios recientes se define al privilegio en un sentido amplio y referente “a todas las mercedes y gracias concedidas por el soberano, ya fuesen adquiridas o no por el uso de un cuerpo, para distinguirlo del resto de la sociedad” [o de las provincias].[26] 

			Para obtener un privilegio se podía argumentar el uso y la costumbre sobre algo o se adquiría por medio de un pacto con el rey.[27] A finales del siglo XVIII se aceptaba la designación de privilegios como facultad privativa de la soberanía, es decir, el monarca era quien otorgaba y retiraba los privilegios,[28] aunque en España las provincias vascongadas creaban sus propios privilegios, pues gozaban de fueros, libertades e inmunidades reconocidas por el soberano de Castilla.[29] Dichas provincias se regían por sus propias leyes fundamentales, sus fueros, y no se veían afectadas por las determinaciones de las Cortes castellanas porque no tenían “representación” en ellas. Reconocían al rey de Castilla como su señor, pero sólo estaban unidas a la Corona por sus títulos, no estaban asimiladas al reino de Castilla. En los pactos de reconocimiento del monarca castellano como su señor, las provincias vascongadas argumentaban la preexistencia de sus fueros, leyes propias, que desde tiempo inmemorial poseían, es decir, eran sus derechos históricos e inalienables, sustenta­dos por sus propios usos y costumbres. Estos fueros no eran resultado del pacto, más bien fueron una condición previa que debía continuar bajo la protección del monarca de Castilla.[30]

			El concepto de privilegio está íntimamente ligado e incluso puede ser utilizado en algún sentido legal como equivalente al de excepción, o bien, es un tipo de ésta. La excepción significa “la exclusión de alguna cosa, para que no sea comprendida en la generalidad de alguna ley o regla común […] la excepción puesta en un caso confirma de nuevo la regla en los omitidos: así expresada en un género de personas, deja incluidas las demás en la prohibición”.[31] El privilegio también está emparentado con el término de prerrogativa, en cuanto se define como “el privilegio, gracia o exención, que se concede a uno para que goce de ella, anexa regularmente a alguna dignidad, empleo o mérito”.[32] En conclusión, el término de privilegio tiene significados semánticos y jurídicos muy similares al de excepción y prerrogativa. 

			La Constitución gaditana y luego las cartas mexicanas pretendieron sistematizar las leyes e implantar un régimen más igualitario que el desigual orden colonial. Sin embargo, en la Constitución de Cádiz, la igualdad propuesta por las leyes unificaba, más que eliminaba, buena parte de los privilegios y los fueros. Los fueros militares y eclesiásticos subsistieron.[33] El antiguo régimen se caracterizaba por el predominio de los privilegios sobre las leyes generales, y durante el siglo XIX fue muy difícil borrarlo de un “plumazo”, a pesar del avance del discurso liberal e igualitario.[34] Pero sólo quien detentara la soberanía nacional podía conceder privilegios a Yucatán e igualmente retirárselos. 

			Yucatán, que contó con representación en el Congreso nacional durante las primeras décadas de vida independiente, tenía que respetar el pacto de unión, ya que había participado en su creación. Esto provocó la defensa de la excepcionalidad yucateca, por lo menos en dos niveles. El primero señalaba que a través de las excepciones a las leyes generales Yucatán conservaría ciertos privilegios; las excepciones legales de por sí no eran más que privilegios, o su equivalente, dentro del sistema constitucional mexicano.[35] El segundo indicaba que las autoridades y ciertos grupos de poder yucatecos no sólo se conformaron con pedir excepciones a las leyes generales, sino que intentaron obtener facultades sobre la defensa y el comercio exterior que poseían los poderes nacionales; es decir, existió la pretensión de que la defensa y el comercio quedaran dentro de la esfera de la soberanía yucateca, por lo tanto, su administración sería autónoma de las leyes y autoridades nacionales. Este proceder se acercaba a los fueros territoriales que poseían las provincias vascongadas dentro de la Corona española. Por eso, el reconocimiento de algún nivel de excepcionalidad implicaba renegociar el pacto de unión y reasumir la soberanía compartida con los poderes nacionales; desde luego, también explicaba la oposición de las autoridades nacionales a las demandas yucatecas, pues desequilibraban la unidad e igualdad de los demás estados-departamentos de la nación mexicana. 

			2. LA INDEPENDENCIA Y EL PRIMER IMPERIO MEXICANO

			Desde la declaración de independencia de España y en la integración al Imperio mexicano, las autoridades yucatecas intentaron conservar sus privilegios y usaron el discurso sobre la excepcionalidad yucateca. La unión se fundamentó en el derecho natural, en un sentido más antiguo que moderno, para defender los “derechos históricos” de la provincia.  A esto se añadió la defensa de los derechos individuales influencia de las ideas de Locke y el liberalismo gaditano; el derecho a la propiedad, la libertad y la seguridad fueron condiciones necesarias para llevar a cabo la emancipación y la unión a México. En este proceso la presión del Ayuntamiento de Campeche fue importante para hacer efectivas la independencia de España y la unión al Estado-nación mexicano.

			Hasta septiembre de 1821, Yucatán había permanecido en relativa calma frente a las guerras de insurgencia en el centro de México. Los Tratados de Córdoba, firmados por Agustín de Iturbide y el virrey Juan de O’Donojú, dieron un nuevo impulso a la guerra. El ejército trigarante avanzó sobre Tabasco y la noticia llegó al puerto campechano. El 13 de septiembre, el Ayuntamiento de Campeche se pronunció a favor de la emancipación. El síndico primero del cabildo, Antonino Pérez, manifestó: “siendo notoriamente conocidas las inclinaciones y deseos de todos los pueblos, por la independencia política de la nación […] creía llegado el tiempo de que se tomase una resolución a este respecto y se proclamase la independencia”.[36] 

			Ese mismo día, el teniente de rey Hilario Artacho convocó a una junta a Miguel Duque de Estrada, alcalde primero, a los principales capitulares del Ayuntamiento de Campeche, a los jefes militares y a otros notables del puerto para conservar el orden durante las fiestas de San Román. Las autoridades campechanas se pronunciaron por que se comunicara al jefe de la expedición independentista en Tabasco que: “el espíritu público de Yucatán está decidido por la independencia”, pero que no se podía costear el avance de su ejército en la península.[37] Los funcionarios campechanos enviaron su resolución a las autoridades provinciales en Mérida y presionaron para declarar la independencia. 

			Para el 15 de septiembre, el capitán y jefe político superior Juan María Echeverri ya había recibido los oficios del teniente de rey y Ayuntamiento de Campeche junto con cartas de Juan N. Fernández y de Ángel Toro, jefe insurgente y gobernador de Tabasco, respectivamente, en el sentido de que proclamaban la independencia. Echeverri convocó a los principales funcionarios civiles, militares y eclesiásticos de Mérida a una junta general y se declaró el acta emancipadora de España. Según ésta, Yucatán se unía a los que en el suelo americano aspiraban a la felicidad y la independencia no se oponía a la libertad civil. Las autoridades yucatecas quedaron a la expectativa de los acontecimientos en la Nueva España para hacer efectiva esta resolución y conservaron el orden constitucional vigente: “para afianzar más eficazmente los derechos sagrados de la libertad, propiedad y seguridad legítima, elementos que constituyen el orden público y la felicidad social”. Además, la junta comisionó al Ayuntamiento de Campeche para comunicar al comandante de Tabasco sobre las resoluciones, mantener relaciones políticas y pedir que el comercio no se suspendiera ni se modificaran las reglas y cobros. Nombró a Juan Rivas Vértiz y Francisco Antonio Tarrazo para informar al gobierno que se estableciera en México, acerca de la emancipación yucateca.[38] 

			Las autoridades de la junta de Mérida dieron una serie de lineamientos a Vértiz y Tarrazo, en donde se observan matices del liberalismo gaditano y la búsqueda de la conservación de ciertos privilegios.[39] En los lineamientos, los miembros de la junta meridana fundamentaban la independencia en el derecho natural de las naciones para hacerse libres de cualquier otra dominación; en la motivación de los individuos de asociarse para darse leyes emanadas de su propia voluntad, conforme al clima que habitan, a las exigencias que los rodean y los hábitos que los dominan, y en la necesidad de constituir con base en la razón un gobierno justo que proteja los derechos individuales de propiedad, libertad, seguridad e igualdad y, en suma, busque la felicidad y el bienestar de la comunidad. Resaltaban la concordancia con las bases del Plan de Iguala y el deseo de ser libres de las provincias del Imperio mexicano y del ejército de las Tres Garantías. La junta reunida el 15 de septiembre declaró que Yucatán: “que así como lo es naturalmente, quieren que sea y continúe siendo políticamente su distrito parte integrante de la América Septentrional, constituida por su propia voluntad y natural derecho en nación libre e independiente”.[40] 

			En los lineamientos entregados a Vértiz y Tarrazo, la junta meridana indicaba que la Constitución y las leyes de Cádiz rigieran a la nación; declaraba la hermandad entre los habitantes de la provincia, daba asilo a quien respetara el reposo civil, y manifestaba que los derechos individuales de igualdad, propiedad, libertad y seguridad fuesen extendidos a todos los moradores, independientemente de su origen y condición; expresaba la fraternidad con los españoles y que la religión católica fuese la única; que se instaurara una monarquía moderada, hereditaria, constitucional, representativa y popular bajo la dinastía Borbón; que el gobierno provisional del virreinato organizase los tribunales y juzgados de justicia, y que se conservaran las autoridades legítimamente constituidas.[41] 

			En los lineamientos, el discurso de la pobreza y de la excepcionalidad yucateca quedaba plasmado al señalar que no era justo que las provincias ricas agravaran con su falta de pagos las privaciones y necesidades “de  las más estériles, pobres y menesterosas”. Los comisionados, Vértiz y  Tarrazo, se apresurarían a poner en conocimiento de O’Donojú o Iturbide las resoluciones de los habitantes de Yucatán y lucharían por que estuviesen presentes en el nuevo “pacto social”. Por eso, en materia hacendaria, los lineamientos señalaban que debían abolirse todos los privilegios, monopolios y estancos perjudiciales, como el del tabaco, para favorecer el desarrollo de la agricultura y los intercambios mercantiles. Expresaban la necesidad del libre comercio para Yucatán y que las cajas públicas de México reanudaran el envío de los 150 000 pesos del situado y el saldo de la deuda de 172 193 pesos más 100 000 pesos en réditos que debían a los fondos de comunidad de los pueblos, así como también el pago de las deudas de las cajas de Veracruz a Campeche por 56 551 pesos.[42] 

			Sin embargo, a las autoridades de Campeche no les agradó la idea de no hacer efectiva la declaración de independencia ni la integración al Imperio mexicano por parte de las autoridades provinciales. En la noche del sábado 13 de octubre de 1821, una muchedumbre, entre la que se encontraban jefes militares y sacerdotes, pidió al síndico procurador Jacinto Fernández de Luanco que se izase la bandera de las Tres Garantías. El 14 de octubre, día del aniversario del natalicio de Fernando VII, el cabildo campechano, por autorización de Miguel Duque de Estrada y por solicitud de la representación del pueblo campechano, enarboló en la casa consistorial el pabellón trigarante de la nueva nación mexicana. El 22 de octubre, el ayuntamiento y las autoridades civiles, militares y eclesiásticas del puerto campechano juraron la independencia.[43]

			Echeverri y la Diputación Provincial reprobaron que los campechanos ondearan la bandera trigarante, con el argumento de que no estaba entre las facultades del cabildo y violentaba lo acordado en la junta de Mérida, del 15 de septiembre. También desaprobaron la destitución de Hilario Artacho y el nombramiento de Juan José León como teniente de rey, hecho por el Ayuntamiento de Campeche, a raíz de la declaración de la in­dependencia. Echeverri ordenó a León que se presentase en Mérida para indagar sobre su nombramiento, pero no lo hizo. El cabildo del puerto determinó desobedecer a la Diputación y a las autoridades de Mérida, y sostuvo en sus cargos a Miguel Duque de Estrada, como alcalde primero  y en el mando político; lo mismo que a León, como teniente de rey.[44] Ante la presión del Ayuntamiento de Campeche y por la noticia enviada por Juan José Fernández, comandante de Tabasco, de que se había tremolado la bandera del ejército de las Tres Garantías en México, la Diputación decretó y juró la independencia el 2 de noviembre.[45] Así, Yucatán iniciaba su integración a la nación mexicana, es decir, con cautela. Los yucatecos querían asegurarse de que la antigua Nueva España consumara su libertad y, probablemente, que estuviera en posibilidades de defender a la península en caso de un ataque de la antigua metrópoli. 
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